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			INTRODUCCIÓN

			“La 125” o “el conflicto con el campo”, la gran crisis de 2008 provocada, precisamente, por la sanción de la resolución 125, tuvo un impacto perdurable en la política nacional: modificó de forma determinante el escenario nacional y dejó su marca en términos económicos, políticos, sociales, culturales e ideológicos. La Argentina experimentó cambios de corto, mediano y largo plazo a partir de este episodio, que influyó en el comportamiento de múltiples actores, más allá de sus protagonistas directos. Fue un enfrentamiento inédito entre el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner y el sector agropecuario, que duró 129 días e irrumpió en el espacio público, como es habitual en la política local, con cortes de rutas y manifestaciones. Más allá de los aspectos técnicos de la resolución, dada su naturaleza, profundidad y repercusión, este episodio puede considerarse la primera revuelta fiscal de la historia argentina: nunca antes una cuestión tributaria había disparado semejante reacción ni escalado hasta convertirse en una crisis de extraordinarias proporciones.

			El impacto en la política fue enorme. Por un lado, precipitó un proceso de radicalización sin precedentes por parte del kirchnerismo, que se redefinió como fuerza política y adoptó un formato, un discurso y una visión de sí mismo totalmente diferentes a los que tenía antes de los hechos. Por otro lado, se transformaron las organizaciones gremiales que representaron históricamente a la cadena agroindustrial y que nunca habían protagonizado algo parecido. Más aún, “el campo” como actor económico, político y social y la “ruralidad” como forma de vida pasaron a ocupar un lugar radicalmente nuevo. Una gran batalla que revolucionó al conjunto de la política nacional.

			El gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, que acababa de asumir, buscó financiar la expansión del gasto público apoderándose de una porción adicional de la renta que obtenía el campo, para lo cual intentó aumentar los derechos de exportación o retenciones. En un contexto internacional de precios altos en materia de bienes primarios, dicha renta era percibida como extraordinaria y beneficiaba a un sector al que difícilmente podría considerar su aliado. La resolución 125 establecía un mecanismo de movilidad para ajustar las retenciones a la exportación de soja, trigo y maíz en función de la evolución del precio de los granos: subirían en la medida en que estos se elevaran y disminuirían, al menos en teoría, cuando los valores bajaran. No solo implicaba un aumento real del tributo. En un contexto de suba de los precios de los commodities, el horizonte exhibía un panorama de mayor carga tributaria a futuro. Se suponía que las tasas de la retención bajarían en caso de que lo hicieran los precios, pero la desconfianza entre las partes hacía que esa promesa fuese poco creíble. En la Argentina, la expansión del gasto público fue históricamente muy difícil de revertir y muchos impuestos “transitorios” se convirtieron en permanentes, con lo que las sospechas de los productores agropecuarios tenían bastante fundamento. Argentina es uno de los países con mayor carga tributaria del mundo: según datos del Banco Mundial y la consultora PwC para 2019, la presión impositiva alcanza el 106% y es solo superada por la de las islas Comoras, en África. En términos comparativos, la de Bolivia es 83,7%, la de Brasil, 65,1%, y la de Chile, 34%.

			Con su poder intacto y habiendo ampliado exitosamente su coalición electoral a partir de la incorporación de un amplio espectro del radicalismo, en especial muchos gobernadores, la hipótesis inicial del gobierno, a la postre errónea, fue que los costos de la 125 serían acotados. Los Kirchner buscaban consolidar el apoyo de los grandes electorados urbanos, vitales en cualquier proyecto de poder a partir de la Reforma Constitucional de 1994 que eliminó el Colegio Electoral, mediante un fortalecimiento del papel del Estado, al que consideraban un instrumento esencial para distribuir el ingreso, disciplinar actores y eventualmente reemplazar o desplazar al sector privado en áreas “críticas” o “estratégicas”, como la energía. Néstor y Cristina supusieron que su caudal político no experimentaría un desgaste relevante: en general, el campo no constituía un sector afín a la tradición peronista. Al mismo tiempo, los beneficios esperados con el nuevo impuesto lucían tentadores: una nueva y potencialmente significativa fuente de recursos fiscales para seguir expandiendo un gasto público que entre 2003 y 2015 creció de manera inusitada, con un impacto positivo limitado en la provisión de bienes públicos esenciales. El cálculo falló en ambas direcciones, y la decisión derivó en una profunda crisis que debilitó significativamente al gobierno, dividió la coalición y empoderó al campo y, al menos transitoriamente, a una oposición hasta entonces fragmentada.

			La concepción estatista tan afín al kirchnerismo suponía que se podía controlar a la sociedad civil o, al menos, influir de manera determinante es sus comportamientos con la ampliación de las esferas de acción del Estado y con la cooptación (o al menos la contención) de los actores políticos que se rebelaran a un poder centralizado basado en los recursos y el protagonismo del liderazgo presidencial. Había una suerte de simbiosis entre el liderazgo político individual, la institución presidencial y un aparato del Estado cada vez más grande, ambicioso y difícil de sustentar. Así, una disputa que comenzó siendo meramente sectorial (del “campo”) y de características materiales (el aumento de la carga tributaria) fue transmutando su naturaleza con el correr del tiempo hasta convertirse en un conflicto más amplio, complejo, substancioso y con efectos perdurables: una confrontación esencialmente política y de carácter simbólico que cuestionaba esa singular concepción del poder. Amplios sectores de la ciudadanía se involucraron para dejar en claro que, más allá de los números, lo que estaba en juego era, para algunos, salvar la república de las garras de un poder percibido como cuasi dictatorial y, para otros, defender un gobierno democrático y popular frente a la resistencia egoísta (casi golpista o “destituyente”) de sectores oligárquicos. El conflicto evolucionó y cobró una suerte de autonomía. Los líderes no pudieron modelar ni contener las conductas de muchos grupos e individuos movilizados en rutas y en calles, empoderados por la legitimidad de sus reclamos y entusiasmados por una inusitada trascendencia mediática.

			La política argentina se caracteriza por una notable incapacidad para identificar demandas, procesarlas, jerarquizarlas y responder a ellas priorizando los aspectos esenciales para el desarrollo y el interés nacional. En lugar de aplicar procedimientos estandarizados que eviten pagar costos excesivos, nuestro sistema (aun con gobiernos de diferentes tintes políticos o ideológicos) sufre severos errores de diagnóstico y de cálculo y tiende a reaccionar cuando ya es tarde, el conflicto ya explotó o la situación tiene costos enormes o irreparables. A pesar de los fracasos y de la pérdida de importancia relativa que sufrió el país en el último siglo, las dificultades para salir de esta dinámica autodestructiva y generar rutinas institucionales, estables y predecibles son notorias. No se trata solo de la ausencia de un plan estratégico consensuado y sensato, esencial para el desarrollo del país. Sorprende esa “vista gorda” eterna que sobrevuela a los problemas –en principio, evitables– hasta que llegan a extremos absurdos. El número de ejemplos es tan vasto como lo permite la memoria (o la imaginación). Algunos de los más dolorosos: los altos niveles de pobreza e indigencia (alcanzados durante décadas a pesar de la implementación de múltiples planes sociales), la inflación (no es sencillo explicar por qué Argentina es uno de los pocos países que no logró resolver este flagelo, a pesar de haber sufrido dos hiperinflaciones) o la crisis de la vivienda (un déficit de cinco millones de unidades es la síntesis del fracaso conjunto del mercado y del Estado).

			Esta disfuncionalidad político-institucional se puso de manifiesto (y a la vez se potenció) durante el “conflicto con el campo”. La Argentina está acostumbrada a las crisis: en unos 180 años de historia sufrió veintiocho. Entre una y otra, el producto creció un 3% en promedio, es decir, al mismo ritmo que el resto del mundo. Del total, once fueron muy agudas y seis, “terribles”. Todas sucedieron en el marco de contextos mundiales desfavorables. La diferencia en el caso de la 125 fue que se trató de un daño autoinfligido que precipitó un tembladeral interno previo a la caída de Lehman Brothers, en octubre de 2008, que disparó la “Gran Recesión” a nivel global. En marzo de ese año, el gobierno decidió afectar al sector más competitivo y dinámico de la economía, al mejor insertado en el mercado global, al que generaba mayor cantidad de divisas, fundamentales para alcanzar un superávit comercial con recursos genuinos para evitar sobresaltos.

			La política nacional experimentó un punto de inflexión que derivó en una radicalización muy acentuada, con una dinámica “amigo-enemigo” en clara contradicción con los principios elementales de la cultura y la convivencia democrática. El proceso político comenzó a funcionar según la lógica del “todo o nada” en función de una retórica comunicacional cada vez más maniquea y extrema: “ellos” o “nosotros”. La famosa “grieta”, aún de enorme vigencia, comenzó a gestarse en 2008.

			Releyendo la historia argentina, no resulta sorpresiva esta confrontación tan extrema. Desde sus orígenes, el país mantiene una larga tradición de duras luchas intestinas, incluso sangrientas: unitarios y federales, laicos y católicos, conservadores y radicales, civiles y militares, peronistas y antiperonistas, azules y colorados, peronistas de izquierda y peronistas de derecha, dictadura y democracia, menemismo y antimenemismo… El conflicto con el campo resignificó viejos prejuicios y peleas y se agregaron rápidamente ingentes dosis de vigor y pasión. Se constituyó en una coyuntura que modificó identidades y plasmó nuevas formas de canalizarlas con consecuencias que llegan hasta nuestros días.

			Debe leerse como un exponente más de esa persistente disfuncionalidad del sistema político-institucional argentino. Detrás de los 129 días de actos, movilizaciones, discursos encendidos y acusaciones cruzadas, se evidenció una marcada incapacidad para anticipar, contener, procesar y responder a las demandas de actores políticos, sociales y económicos. A pesar de los múltiples intentos de acuerdo, el conflicto escaló por la renuencia de los actores a ceder antes de que la situación se saliera de cauce. Esto fue resultado tanto de las acciones del gobierno (la “oferta”) como de las del sector agroindustrial (la “demanda”), que fracasaron en acercar sus diferencias a través de mecanismos institucionales o, al menos, de acuerdos informales que evitaran la escalada. El hecho de que se haya elegido la acción directa de los piquetes y el enfrentamiento expone (y, a la vez, profundiza) la debilidad del sistema político e institucional en su conjunto.

			Este libro apunta, precisamente, a deshilvanar este singular evento que reconoce componentes inéditos en la historia argentina. También intenta analizar por qué un actor económico y social tan relevante como “el campo” carece de una influencia orgánica, sistemática, constante y bien estructurada capaz de moldear con eficacia las políticas públicas que lo afectan o, al menos, representar con nitidez sus intereses esenciales. Esto encarna una paradoja: un sector con escasísimo peso político en franca desproporción con su estratégica relevancia para la economía del país. En tanto no se desarrollen otras industrias competitivas y globalizadas que obtengan divisas (como la energía, la minería, el turismo, la pesca o la exportación de servicios profesionales de alto valor agregado), el sector agropecuario seguirá siendo el único capaz de generarlas a partir de recursos genuinos. Esto es fundamental para limitar nuestra dependencia respecto del ahorro externo y evitar los procesos de endeudamiento que terminan en sistemáticos episodios de crisis y profundizan el estancamiento secular que sufre la Argentina desde hace décadas.

			El economista Mancur Olson, en su señera obra La lógica de la acción colectiva, argumenta que, contrariamente a lo que podría indicar el sentido común, los grupos más grandes, fragmentados y heterogéneos tienen dificultades para organizarse de un modo eficiente y ejercer una influencia considerable en la arena política, proporcional a su poder económico o prestigio social. Por el contrario, grupos más pequeños pero homogéneos tienen menores costos de transacción para coordinar estrategias, por lo cual poseen mayor capacidad de incidencia en la agenda política y social. En Estados Unidos, los agricultores del Midwest (los famosos farmers) lograron conformar un poder de lobby muy importante (tanto a nivel del gobierno federal como de gobiernes locales), algo similar a lo que ocurrió con los agricultores franceses, que consiguieron intervenir incluso en la agenda europea, aunque apenas representan el 1% del PBI nacional. En ambos casos, son ayudados por el sistema electoral de sus países, con un claro sesgo favorable a los intereses rurales. El campo argentino, en cambio, ha sido incapaz de desarrollar habilidades mínimas en materia de comunicación y gestión de intereses, a pesar de ser el sector que mejor aprovechó sus ventajas comparativas para insertarse en el mercado mundial. La innovación tecnológica, el trabajo duro y una gran capacidad de gerenciamiento logran que sea uno de los sectores más competitivos del país. Esto sucede a pesar de la alta carga tributaria, los costos (y la escasez) de financiamiento y los enormes precios de la logística dada la inadecuada infraestructura física. Para peor, el sistema electoral premia a los grandes centros urbanos, a pesar de la sobrerrepresentación en la Cámara de Diputados de algunas provincias del interior.

			En contraste, el resto de la economía es, en términos relativos, muchísimo menos competitiva. Eso explica por qué el campo resulta el foco natural de la voracidad fiscal de todos los gobiernos e insinúa cuál podría ser la mejor solución, sino la única, para que tenga un horizonte más despejado: que el resto de la economía experimente un salto significativo en materia de competitividad y se reparta la responsabilidad de financiar el Estado y generar divisas. Una solución perdurable que no es individual o sectorial, sino sistémica. Tradicionalmente, el sector agropecuario tuvo una visión de corto plazo, autorreferencial y cerrada, como si pudiera aislarse del resto del tejido productivo del país. Esto quedó plasmado en el concepto de “tranqueras adentro”: la utopía de “producir tranquilos”, apostar todo a trabajar más y mejor para compensar con innovación, eficiencia y competitividad las dificultades objetivas y la incertidumbre que los acosa del “afuera” (puerto, molino, frigorífico, etcétera).

			Por su naturaleza y porque adquirió una dinámica propia, el conflicto escaló mucho más allá de lo que sus protagonistas habían previsto. La resolución 125 provocó un cimbronazo en esta inercia y despertó a un “gigante dormido” que concluyó, como se mencionó, en una verdadera revuelta fiscal.

			Las revueltas fiscales son crisis que comienzan con la intención de un gobierno de aumentar impuestos que luego derivan en consecuencias insospechadas en múltiples dimensiones. Pueden llegar a modificar las placas tectónicas de una sociedad, produciendo cambios en términos políticos, económicos, ideológicos y simbólicos. El campo percibió que no se trataba simplemente de una medida de corte fiscal, sino que se estaba violando su derecho de propiedad. Interpretó la resolución 125 como una decisión ilegítima y casi expropiatoria. Las retenciones anunciadas no solo eran excesivas: se convertían en un obstáculo para su supervivencia. Así, sintió amenazada su sociabilidad, “la ruralidad”, la vida de los pueblos y ciudades chicas del interior, que aparecía condicionada por complejas regulaciones. Esta ruralidad promueve la formación de capital social (confianza interpersonal), lo que fomenta las prácticas cooperativas de trabajo que incluyen compartir información y resolver la ausencia o la ineficiencia del Estado con la creación local y a escala pequeña de bienes públicos. Durante el conflicto, parecía tambalear ese tejido, en especial, la figura del emprendedor rural, un actor social protagonista y a la vez consecuencia de una revolución científico-tecnológica que en gran medida tuvo lugar en el corazón de la Pampa gringa: la siembra directa, tal vez el salto de innovación y creatividad más trascendente que experimentó el país en las últimas décadas.

			La visión dominante entre las comunidades rurales de la zona “núcleo” primero y del interior profundo después fue que era necesario tomar medidas extremas para proteger ese estilo de vida en riesgo por el capricho de un gobierno que no comprendía sus mecanismos ni sus formas de organización. “El campo” como actor colectivo, a pesar y en gran medida gracias a su diversidad, no fue el mismo durante y, sobre todo, después del conflicto. Fue tomando conciencia de cuál era su capacidad de acción, y hasta entrevió, tal vez equivocadamente, que podía desempeñar un papel aún más ambicioso y trascendente. La 125 estimuló una forma inesperada e inédita de relación entre las principales entidades representativas del sector, agrupadas en la denominada Mesa de Enlace. Curiosamente, los primeros sorprendidos por el nivel de affectio societatis y resiliencia que tuvo esa instancia de coordinación fueron sus propios integrantes, que forjaron lazos de solidaridad, reciprocidad y colaboración poco vistos hasta entonces. Muchos dirigentes rurales no estaban preparados para protagonizar un conflicto tan complejo y visible, sobre todo en relación con los medios de comunicación. En algunos momentos de extrema tensión, parecieron desbordados por la situación.

			El conflicto en torno de la resolución 125 fue la primera crisis política en doce años de kirchnerismo. Dejó a Cristina Fernández al borde de la renuncia. Incluso trascendió las fronteras y motivó la participación de los principales líderes de la región para evitar una turbulencia que pudiera contagiar a los vecinos. Al día siguiente del voto “no positivo” del por entonces vicepresidente Julio Cobos, el actual presidente Alberto Fernández, jefe de Gabinete de Ministros durante el conflicto, alertó al primer mandatario brasileño Luis Inácio Lula Da Silva de la situación, y este se comunicó con Cristina para persuadirla de que se mantuviera en su puesto. Paradójicamente, el conflicto fue también el punto de partida para una nueva identidad del kirchnerismo, que se radicalizó ideológica, discursiva y mediáticamente. Se trató, como se argumentó previamente, del momento en que surgió la grieta.

			Durante el desarrollo de los acontecimientos, fue catalizándose una serie de controversias, tensiones y prejuicios que se venían incubando hacía mucho tiempo: desde las concepciones anacrónicas y arcaicas relacionadas con el sector agropecuario hasta una fuerte desconfianza en la clase política, que había alcanzado su pico máximo en el “voto bronca” y en el “que se vayan todos” (1) de la crisis de comienzos de siglo; desde los errores históricos y repetidos en términos de políticas públicas (en este caso, la necesidad de acceder a divisas para solventar la importación de energía, resultado de la pésima regulación del sector que en poco tiempo se convirtió en el principal problema macroeconómico del país) hasta los temores de un fragmento de la sociedad por el avance sobre las instituciones democráticas de un gobierno de neto corte populista que había ocultado al menos parte de esos atributos impugnados por los sectores medios urbanos.

			En este magma de ideas y valores contradictorios, de prejuicios y tensiones cruzadas, de experiencias novedosas e inesperadas, tuvo lugar este conflicto cuyas consecuencias moldearon los contornos de la política argentina hasta nuestros días. La elección de 2009 estuvo directamente vinculada con ese episodio. Y tanto en las de 2013 como en las presidenciales de 2015 explica al menos en parte la fragmentación del voto peronista. La victoria de Mauricio Macri tuvo en el conflicto con el campo un antecedente fundamental: durante la crisis, sectores importantes del peronismo tomaron distancia del gobierno de Cristina Fernández de Kirchner, en particular los asociados a la cadena agroindustrial en territorios importantes como Santa Fe, Córdoba, Entre Ríos y el interior de la provincia de Buenos Aires. Ese apoyo del interior más competitivo volvió a ponerse de manifiesto en los comicios legislativos de 2019, en los que Juntos por el Cambio obtuvo buena parte de su caudal electoral precisamente en las provincias que más contribuyen al PBI.

			A más de una década de los hechos, la perspectiva que ofrece el tiempo permite analizarlos críticamente desde el punto de vista histórico-político, con una mirada amplia para evaluar su impacto en la economía, la política y las instituciones. También, elaborar propuestas para evitar que se repita, algunas específicas para el sector agroindustrial y otras más generales que aspiran a contribuir a la elaboración de un plan estratégico consensuado para promover un crecimiento equitativo y sustentable de la Argentina, que sea capaz de procesar las tensiones inherentes a la puja distributiva y que, en consecuencia, sirva como método preventivo.

			El capítulo 1 ofrece un racconto cronológico. El análisis gana en precisión e interés luego de recordar los principales hechos y los personajes involucrados, así como el contexto específico que vivía el mercado agropecuario, particularmente el cultivo y la comercialización de la soja. Asimismo, se explica cómo el conflicto fue convirtiéndose de una cuestión estrictamente material (la discusión por el impuesto propiamente dicha) a una simbólica (el comienzo de la grieta).

			El capítulo 2 tiene por objetivo explicar el concepto de “revuelta fiscal”. Considerando que se trata de la primera vez que un evento de estas características ocurre en el país y teniendo en cuenta la experiencia histórica comparada, se especula respecto de qué consecuencias tiene esta clase de experiencias en tres dimensiones: la política, la económica y la cultural. Por otra parte, se incluye un breve repaso de las rebeliones fiscales más significativas o famosas de la historia, remarcando los factores que las precipitaron, analizando aquello que las originó y resumiendo sus efectos más significativos y duraderos.

			La relación histórica entre los distintos gobiernos argentinos y el campo distó de ser armónica. En el capítulo 3, se estudian algunos episodios de conflictos trascendentes que fueron protagonizados por el sector: desde el Grito de Alcorta hasta la silbatina a Alfonsín en la apertura de la Exposición Rural de 1988. No se trata de una recopilación exhaustiva, que excedería el objetivo de este libro, sino de una identificación de los elementos más significativos desde el punto de vista político, en particular en torno a las formas de organización y los mecanismos de coordinación del sector, con sus fortalezas y debilidades.

			El capítulo 4 es esencial para entender el motivo central del conflicto desde la perspectiva del gobierno kirchnerista, que pretendió reconfigurar el modelo estadocéntrico que imperó en Argentina durante buena parte del siglo XX. Esto requería una expansión del sector público y, como consecuencia de los subsidios masivos al consumo de energía, una ampliación de la carga tributaria y sobre todo la captura de una porción creciente de divisas para importar hidrocarburos (donde, además, se registraron enormes escándalos de corrupción).

			El capítulo 5 focaliza en la dinámica de ruptura entre los dos primeros gobiernos del Frente para la Victoria y el sector agroindustrial sobre la base no solo de la presión fiscal, sino también de la creciente e irreparable desconfianza mutua que se fue acumulando entre 2003 y 2008. Tuvo especial importancia el desapego y el desconocimiento de Néstor Kirchner en relación con el campo, su contribución al empleo y la interrelación con diferentes sectores industriales, es decir, los múltiples eslabonamientos que genera la actividad.

			El capítulo 6 analiza a fondo el conflicto desde una perspectiva diferente: las principales vivencias, experiencias y situaciones novedosas que ocurrieron a lo largo de los 129 días. Algunas anécdotas permiten comprender el proceso de aprendizaje por el que atravesaron los protagonistas, gracias a los cuales terminaron perfeccionando sus prácticas participativas, estrategias discursivas y formas de coordinación. El sector agroindustrial se sintió empoderado durante el conflicto, pero, sobre todo, como resultado de él. Este capítulo apunta a resaltar algunos de los elementos más importantes de este proceso.

			El capítulo 7 evalúa las consecuencias. Se presenta una mirada objetiva sobre el impacto en la política y en la sociedad en el corto, mediano y largo plazo de aquel voto “no positivo” con el que Julio Cobos, entonces presidente de la Cámara de Senadores, desempató la votación sobre la 125 a favor del campo. Argentina no volvió a ser la misma luego del enfrentamiento. La conformación de Cambiemos, es en buena medida, resultado de lo ocurrido siete años antes a la vera de las principales rutas del país.

			Por último, el capítulo 8 ofrece las conclusiones más destacables de esta investigación. También sugiere un conjunto de propuestas y oportunidades de acción para capitalizar las lecciones aprendidas y mejorar la capacidad del campo de influir en la agenda pública.

			El libro apunta, entonces, a llenar un vacío en la literatura sobre esta cuestión, tratando de desentrañar buena parte de las tensiones y los procesos que se estaban gestando antes del conflicto, que se profundizaron con su estallido y que explican parcialmente el desarrollo político posterior de la Argentina.

			
				
					1-  Expresión popular que explica la profunda crisis en que estuvo inmersa la clase política en 2001, período turbulento en el cual se sucedieron cinco presidentes en pocos días.
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Contexto y desarrollo de la batalla por la 125: marzo a julio de 2008

			El conflicto paso a paso

			Para alcanzar una comprensión acabada de las implicancias y del significado de esta primera revuelta fiscal que vivió el país, resulta imprescindible contextualizar el conflicto, conocer los personajes involucrados y adentrarse en el universo de la economía política de la soja, un cultivo que, aunque adquirió desde hace más de dos décadas un lugar fundamental en la diversidad productiva de la cadena agroindustrial, fue durante el conflicto foco de prejuicios y controversias. Este capítulo tiene como objetivos ordenar y jerarquizar los principales acontecimientos (en el anexo1 se encuentra un desarrollo cronológico completo) y examinar los componentes medulares del negocio de la soja, crucial para comprender la complejidad y la sofisticación organizacional de la ruralidad contemporánea que contrasta con visiones y prejuicios tradicionales que ignoran la gran transformación tecnológica, productiva y sociocultural del campo en las últimas décadas. Esto permite comprender la última temática que se desarrolla en este capítulo: el desplazamiento de un debate que comenzó enfocado en un plano meramente material (las tasas de retenciones móviles) para virar hacia el simbólico y, en el proceso, ganar volumen y redefinirse con parámetros diferentes. Gracias a eso, generó la inédita posibilidad de que el campo obtuviera el apoyo de amplios segmentos de la clase media urbana, que rechazó el giro autoritario que mostraba el gobierno y percibió que estaban en juego los equilibrios institucionales básicos, lo que podía implicar un riesgo en términos de derechos ciudadanos, incluyendo los de propiedad. No solo por empatía con los productores agropecuarios, sino además por una cuota no menor de egoísmo, estos sectores medios dieron su apoyo, se acoplaron a las protestas y presionaron políticamente con gran efectividad, algo que el campo nunca había ni hubiera logrado de manera aislada.

			Hacia comienzos de 2008, los incrementos de las retenciones a los productos agropecuarios no eran una novedad ni una sorpresa. En enero del año anterior, las correspondientes a la soja habían sido llevadas del 23,5% al 27,5% por el gobierno de Néstor Kirchner. El 10 de noviembre siguiente, ya con Cristina Fernández de Kirchner como presidenta electa, fueron elevadas al 35%. No era el único producto que sufría mayor presión impositiva: el girasol llegó al 32%; el trigo, al 28%; el maíz, al 25%; las harinas, los aceites y pellets de soja, al 32%, y el aceite de girasol, al 30%. El gobierno justificó el aumento asegurando que se buscaba “reducir los precios internos, consolidar la mejora de la distribución del ingreso y estimular el mayor valor agregado”, según la resolución 369/2007 del Ministerio de Economía y Producción. (1) Las subas eran fuertes, pero como los precios internacionales eran buenos y mantenían una tendencia alcista, los productores podían absorber la mayor carga fiscal y no exhibieron mayor preocupación. El superciclo de los commodities 2003-2012, responsable del robusto crecimiento de todo el mundo emergente, estaba en plena expansión. La soja había pasado de 305 dólares por tonelada en junio de 2007 a 411 dólares en noviembre y a 590 en marzo de 2008.

			A las 22 horas del 11 de marzo de 2008, el ministro de Economía Martín Lousteau, de apenas 38 años, anunció la luego famosa resolución 125 con la particularidad de que, además de sostener el nivel de retenciones en 35%, establecía un mecanismo de flexibilidad sobre el impuesto por el cual, si variaba el precio internacional, aumentaba el porcentaje de retención percibida por el gobierno. Lousteau, para muchos el responsable técnico de la resolución, explicó posteriormente que la medida era una opción moderada y hasta beneficiosa para el sector agroindustrial frente a las opciones que evaluaba el gobierno. El viernes 29 de febrero de 2008, el secretario de Comercio Guillermo Moreno le habría llevado a Néstor Kirchner la idea de imponer a la soja una retención de nada menos que 63,4%. Ante eso, Lousteau pidió unos días para presentar una alternativa y preparó el esquema de retenciones móviles que derivó en la 125. Según el esquema presentado, si el precio en el mercado de Chicago caía por debajo de 200 dólares la tonelada, la retención sería nula. Con el valor en 400, el impuesto sería del 35,75%. Si escalaba hasta los 600, escenario posible por esos días, la tasa podía alcanzar su máximo de 48,7%: la mitad de lo producido, equivalente al 95% del total de la renta, pasaría en ese caso a las arcas estatales.

			Más allá de que fuera la opción “menos mala” entre las alternativas que barajaba el oficialismo, ni Lousteau ni el resto de los integrantes del gobierno percibieron el impacto que este nuevo esquema generaría, en especial en cuanto a la capacidad del sector agroindustrial de organizarse para protestar y resistir la medida.

			Apenas 24 horas después del anuncio, hizo su aparición la Mesa de Enlace Agropecuaria (que pasará a ser conocida, simplemente, como “Mesa de Enlace”), nacida de la preocupación común de dar una respuesta contundente por parte de las cuatro entidades principales que representaban al campo: la Sociedad Rural Argentina (SRA), presidida por Luciano Miguens y de corte conservador; Confederaciones Rurales Argentinas (CRA), dirigida por Mario Llambías, que nuclea dieciséis entidades de todo el país, a su vez conformadas por las trescientas sociedades rurales; Federación Agraria Argentina (FAA), liderada por Eduardo Buzzi y representativa de los pequeños productores; y Confederación Intercooperativa Agropecuaria (CONINAGRO), al mando de Fernando Gioino, que agrupa a las cooperativas del sector. Una buena parte de la cadena agroindustrial quedó así aglutinada en torno a una causa común. La Mesa de Enlace fue creciendo en importancia y funcionalidad a lo largo del desarrollo del conflicto y se convirtió en una representante genuina del complejo y diverso universo que de manera general denominamos “el campo”. Históricamente dividida por una combinación de intereses contrapuestos, recelos organizacionales, sesgos ideológicos y competencias personales, en esta oportunidad se transformó en un actor central como consecuencia de una medida política que no atendía situaciones específicas, sino que suponía que todo el sector era, al menos relativamente, homogéneo. Como reconocería luego el propio Buzzi, la Mesa de Enlace estaba “unida por el espanto”. Las entidades agrupadas decretaron un paro de 48 horas con suspensión de comercialización de carnes y granos y bloqueos de rutas en diferentes puntos de la Argentina.

			La Mesa de Enlace constituyó una iniciativa novedosa para muchos productores, aunque en la historia contemporánea del sector había existido una experiencia bastante similar: la Comisión Coordinadora o Comisión de Enlace de la década del 1970, de especial importancia en la zona pampeana. En esta oportunidad, y como consecuencia de la dimensión que adoptó el conflicto, su trascendencia fue muchísimo mayor. De todas formas, el hecho de que se conformara de manera reactiva a una medida concreta puso de manifiesto la ausencia de un mecanismo de representación efectiva de los intereses del segmento agroindustrial. En efecto, durante más de tres décadas hubo una suerte de hiato en términos de la capacidad de organización y comunicación de un sector que, en el ínterin, profundizó su importancia relativa en el tejido productivo del país. Su legitimidad y capacidad de coordinación fue afirmándose a lo largo del conflicto. Desde sus etapas iniciales, los denominados “autoconvocados” (grupos de productores no encuadrados en ninguna de las cuatro organizaciones que conformaban la Mesa de Enlace) se convirtieron en actores fundamentales que desafiaron algunas posiciones más pragmáticas surgidas en el marco de las negociaciones con el gobierno nacional.

			Hubo intentos parciales y de impacto acotado previos al conflicto por la resolución 125. Ninguno de esta magnitud. Por ejemplo, el Grupo Pampa Sur, fundado en 2004 por el abogado Miguel Saredi (entonces mano derecha del presidente de la Cámara de Diputados y efímero expresidente Eduardo Camaño) y por la diputada nacional María del Carmen Alarcón (del Partido Justicialista de Santa Fe, muy cercana por esos días al senador Carlos Reutemann y titular de la Comisión de Agricultura y Ganadería de la Cámara), podría considerarse un ensayo de partido político de extracción agropecuaria. Anunciaba en sus lineamientos “lograr que los hombres participen de la actividad política y de la actividad pública en general, y que los dirigentes políticos se interesen por el sector más importante de la vida económica argentina”. Convocaba a productores agropecuarios a la política e intentó capitalizar la protesta de 2008, momento en el que exhibió un crecimiento exponencial, además de participar en la organización de marchas y cortes de ruta. A pesar de los intereses similares, por celos políticos y disputas de poder nunca logró un acercamiento pleno con la Mesa de Enlace. Poco tiempo después, tratando de revertir la debilidad en la que había quedado, el kirchnerismo desplegó un enorme esfuerzo para fragmentar la amplia y diversa coalición conformada en torno al conflicto con el campo para cooptar a algunos de sus miembros. Fue el caso de la diputada Alarcón, hasta entonces una de las opositoras más férreas, que pasó a encabezar la Secretaría de Integración Nacional, órgano clave en la definición de políticas agropecuarias. La mayoría de los productores, ajenos a la lógica de la política, aunque curtidos por el duro enfrentamiento con el gobierno, tomaron este acercamiento como una traición, lo que llevó a que el Grupo Pampa Sur se diluyera hasta eventualmente desaparecer. “Le erramos en el momento, el partido del campo estaba para salir, pero nos equivocamos en los tiempos de la política”, reconoció recientemente el propio Saredi, que pasó de militar en el kirchnerismo a integrar la coalición Cambiemos (fue precandidato a intendente de La Matanza) y luego a Consenso Federal, el partido de Roberto Lavagna, junto a quien se postuló como candidato a vicegobernador de la provincia de Buenos Aires en las elecciones 2019.
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